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LA VOZ DE LA JUSTICIA
Doña Lucila Tejcrina, vecina de Pedrosa del Rey, propietaria de una 

casa que lindaba por el Norte con una huerta de don Francisco Alonso en 
cuya pared propia tenía unas ventanas, demandó, en juicio iníerdicíal de 
recobrar la posesión, al dueño de la huerta limítrofe porque éste había 
construido una pared que le privaba de la servidumbre de luces y vistas, 
que decía aquélla tenía derecho.

El señor Juez de primera instancia de Riaño, dictó sentencia el día 20 
de Diciembre de 1927, declarando haber lugar al interdicto y condenando 
a don Francisco Alonso, a que repusiese las cosas al ser y estado que 
tenían antes de construir la pared, destruyendo ésta y quedando las venta­
nas en la forma que estaban en el derecho de servidumbre de luces y vis­
tas o servidumbre en cuanto a su posesión y al pago de las cosías, daños 
y perjuicios.

Interpuesto recurso de apelación ante la Sala de lo Civil de esta Au­
diencia Territorial, defendió los derechos del apelante el Letrado don Justo 
Villanueva y Gómez, quien solitó la revocación de la sentencia dictada 
por el Juzgado de Riaño, habiendo esa Sala, bajo la ponencia del Magis­
trado don Eduardo Divar Martín, proferido con fecha 9 del corriente mes, 
sentencia revocatoria, en la cual se expone luminosamente la siguiente 
doctrina:

CONSIDERANDO: Que para que proceda el interdicto de recobrar 
es de imprescindible necesidad conforme a lo terminantemente preceptua­
do en los artículos 1651 de la ley procesal y 430 y 446 del Código Civil en 
primer término que se halle el que le promueva en la posesión o tenencia 
de la cosa o en el disfrute de un derecho de que se dice despojado y además 
que realmente lo haya sido de esa misma posesión o disfrute y sin que re­
sulten debidamente comprobados ambos extremos, no cabe la resíitución 
ejue en otro caso hubiera de decretarse en la forma que determina el pá­
rrafo segundo del artículo 1658 de la antecitada ley riíuaria.

CONSIDERANDO: Que teniendo que ser congruente el fallo con las 
pretensiones aportunameníe deducidas por ambas partes, antes de exami-
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2 Pleitos y Causas

nar si concurren o no, en cl caso de autos los dos requisitos anteriormen­
te expuestos básicos de toda acción intcrdictal de la naturaleza de la que 
aquí se ejercita, se impone determinar, con toda precisión, cuales sean 
aquellas.

CONSIDERANDO: Que las de la parte adora según el súplico de su 
demanda son: Que se declare haber lugar al interdicto de recobrar que 
interpone mandando que inmediatamente se le reponga en la posesión del 
derecho y servidumbre de luces y vistas de las ventanas que se describen 
en los hechos primero y segundo de que ha sido despojada por el deman­
dado, condenándole a éste a que reponga las cosas al ser y estado, que 
antes de construir la pared que ha construido y tapar esas ventanas tenían 
destruyendo esa pared y para que queden esas ventanas en la misma for­
ma que antes estaban, con el derecho de luces y vistas o servidumbre en 
cuanto a su posesión y las del demandado: que se declare no haber lugar 
al interdicto interpuesto con las costas al actor.

CONSIDERANDO: Que ni uno ni otro requisito se dán en el caso de 
autos, porque si bien es cierto que la demandante tiene abiertas en la pa­
red de su casa las dos referidas ventanas, la posesión de ellas no implica 
la posesión o disfrute del derecho de servidumbre de luces y vistas sobre 
la casa y huerta del demandado, pues siendo esta servidumbre negativa 
según la define el artículo 533 del Código Civil y no existiendo el menor 
título para su adquisión, ésta sólo puede tener lugar por prescripción se­
gún el artículo 538; y como la pared se construyó por el demandado terre­
no que estaba poseyendo del primero al 20 de Diciembre de 1926 y hasta 
ese momento en que fué requerido por la acíora para que no lo hiciese 
no aparece, no ya justificado, pero ni siquiera indicado, acto alguno 
obstativo desde el que se pueda contar ef año y día necesarios para 
que la acíora hubiera adquirido por prescripción la posesión del derecho 
de servidumbre de luces y vistas sobre la casa y huerta del demandado, 
con arreglo a lo dispuesto en el ya citado artícul 438 y número 4.° del 460 
del mismo cuerpo legal, es inconcuso que no tenía en su favor la posesión 
de tal derecho en el momento de interponer su acción y que en consecuen­
cia al ejercitar el suyo el demandado de levantar la pared en terreno de su 
posesión tapando las ventanas de la acíora, no comeíió despojo alguno 
merecedor de las sanciones que íoda demanda iníerdicíal lleva consigo 
por cuya docírina no pueden admiíirse como válidas las alegaciones de la 
parie apelada en el acío de la visía.

CONSIDERANDO: Que a mayor abundamienío no esíando demos- 
írado de una manera inequívoca, la preexisíencia del derecho en cuya po­
sesión alegaba la acíora enconírarse al iníerponer su demanda no es 
procesalmeníe posible, dada la naíuraleza sumaria del juicio iníerdicíal 
hacer declaración alguna sobre íal extremo como con notorio error se 
solicita en el súplico del escrito de demanda, por estar tal declaración 
reservada por la ley para el oportuno juicio ordinario declarativo, supues­
to por otra parte, obligado para que pueda prosperar el presente interdicto.

CONSIDERANDO: Que por lo expuesto, procede revocar la senten-

SGCB2021



SiipreaiD de Justieii dice;
Foros.—Derecho hereditario

(Conc/us/ón) 
ceda es insuficiente este título para lograr que prospere su acción, respec­
to a los que integran el dominio útil del expresado foro para disfrute de 
los que es requisito indispensable una cualidad de que carece, y debe 
también ser estimada la cuarta alegación del recurso, por ser ajeno al 
patrimonio de qüe en su testamento de 30 de Abril de 1891 pudo disponer 
dicha causante de su posible participación en el dominio útil de los bienes 
del foro, para el cual había requerido quien lo instituyó otras condiciones 
esenciales que habían de coincidir necesariamente con la condición de su­
cesor del primer forero Jerónimo Jato como para otro caso idéntico tiene 
este Tribunal Supremo declarado en la sentencia de 22 de Enero de 1921 
invocada en dicho motivo del recurso, que debe ser estimado totalmente.

Contratos y obligaciones.—Pago de pesetas 
Sentencia de 1 de Febrero de 1928

NO HA LUGAR

Motivos. Regla 1.^ Real Orden de 13 de Julio de 1920. Artículo 2 Real 
Decreto de 21 de Junio de 1920. Artículos 1581, 1596, 1598 y 1599 de Enjui­
ciamiento Civil. 1543, 1554, 1561, 1906, 1101, 1108 y 1100 del Código Civil.

Letrados, don Felipe Sánchez Román y don Alejandro Benito y Curto. 
Procuradores, don Fernando Varela y don Alfonso Soto.
Madrid. Don Angel Rodríguez celebró en 1919 un contrato de arriendo 

con don Donato Manterola, de los pisos de la casa número 4 de la calle 
del Arenal, por precio de 25.000 pesetas y habiendo adquirido dicha casa 
en donde se hallaba instalado el Hotel de Oriente, la Sociedad Anónima 
<Pompas Funcbrcs>, acudió esta promoviendo juicio de desahucio contra 
Rodríguez, fundando la demanda en la letra A. del Artículo 3.° del Real 
Decreto de 21 de Junio de 1920, por necesitar la finca para su propia indus­
tria, desestimándose la pretcnsión y solicitada revisión del fallo el Juzgado 
declaró haber lugar al desahucio, y que el demandado tenía derecho a per­
cibir 12.500 pesetas como indemnización sin cuyo pago no se efectuaría el 
lanzamiento concediéndose un plazo de 6 meses para ello.

En 1924 y antes de transcurrir dicho plazo la Sociedad aludida solici­
tó que se apercibiera de lanzamiento a Rodríguez, recordándole que el 16 
de Abril había de dejar desocupados los locales y solicitado aquél, se en­
tregaron las llaves recibiendo el demandado las 12.500 pesetas.

Posteriormente dicha entidad dedujo demanda ordinaria en reclama­
ción de 15.694 pesetas importe de alquileres vencidos y no satisfechos sus 
intereses y las costas a lo que se opuso Rodríguez, que fué condenado en 
primera y segunda instancia al pago de la suma e intereses y sin costas.
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Interpuesto rccûrso siendo Ponente el Magistrado señor Moreno sé 
declara no haber lugar.

CONSIDERANDO: Que produciendo la rescisión de los contratos el 
efecto de invalidarlos hasta el extremo de dejar las cosas objeto de los 
mismos en el ser y estado que tenían antes de su celebración con la obli­
gación en los contratantes de devolverse mutuamente lo recibido con sus 
frutos e intereses cual si el contrato no se hubiera celebrado, es indiscuti­
ble que no puede estimarse según pretende el recurrente como base de su 
recurso que las sentencias de desahucio produzcan siempre la rescisión 
de los arrendamientos, aunque en algunas sentencias de este Tribunal se 
haya aludido a tal efecto, tomando la palabra rescisión masen la acepción 
usual y gramatical que en la jurídica, lo cual sólo ha tenido lugar cuando 
de esc empleo no han tenido que deducirse consecuencias jurídicas.

CONSIDERANDO: Que en el presente caso resulta fuera de toda du­
da que la sentencia de desahucio no produjo la rescisión del contrato de 
arrendamiento en virtud del cual el recurrente ocupaba los locales objeto 
del juicio y sí tan solo su terminación no sólo por haberse indicado que 
se alegara causa alguna que pudiera producir la rescisión, reservada por 
la ley a los determinados casos enumerados en el artículo 1291 del Códi­
go Civil, sino también porque la acción deducida, según se desprende de 
la sentencia recurrida tuvo que ser, o bien lo que concede el artículo 1569 
número primero o la que se basa en el artículo 1571, en relación ambas 
con el apartado A. del artículo tercero del Real Decreto de 21 de Junio de 
1920 que excluye de la prórroga por la legislación especial establecida, 
los contratos de arrendamiento cuando el propietario se proponga habitar 
la vivienda o establecer en ella su industria, acciones que sólo autorizan 
la terminación del contrato, según se desprende de la redacción del expre­
sado número primero del artículo 1569 y de la del 1571 que únicamente 
concede al comprador de la finca arrendada acción para que termine el 
arriendo vigente al verificarse la venta.

CONSIDERANDO: Que conforme a lo expuesto y dadas las reglas pro­
cesales que regulan la ejecución de las sentencias no puede estimarse que 
con la sentencia dictada en el juicio, quedasen cancelados los efectos del 
arrendamiento, y libre el arrendatario de todas sus obligaciones, pues las 
sentencias de esa naturaleza hasta que no se ejecutan no producen efecto 
alguno ni el arrendatario queda libre de sus obligaciones hasta que no 
abandona el local bien de motu proprio, bien en virtud de lanzamiento; sien­
do buena prueba de ello el contenido del artículo 1602 de la ley de Enjui­
ciamiento Civil que previene que al ejecutarse la sentencia de desahucio 
se retendrán y embargarán, si el actor lo solicitara, los bienes necesarios 
para cubrir el importe de las rentas o alquileres que esté debiendo el de- 
emandado, o el de los desperfectos que hubiera causado en la finca.

CONSIDERANDO: Que estando en un todo conforme^con la anterior 
doctrina la sentencia recurrida, resulta indiscutible la improcedencia de 
los tres primeros motivos' del recurso que a contrariarla se encaminan, 
no procediendo en su consecuencia estimar que en la misma se haya inci-
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dido en las infracciones legales y de doctrina que le sirven de base, cayos 
preceptos y doctrina nunca podrían ser interpretados como en el recurso 
se pretende, pues esa interpretación hay que desecharla por conocida re­
gla de hermenéutica legal que obliga a desechar toda interpretación que 
conduzca al absurdo y no puede darse mayor que indicar que consagran 
como legítimo que un arrendatario vencido en juicio y condenado a desa­
lojar la finca arrendada, pasase, por la condescendencia del actor en tar­
dar en pedir su lanzamiento, a Una situación jurídica por la que gozase, 
hasta dicho lanzamiento, de todos los derechos de arrendatario, y de la 
indemnización fijada en la sentencia, importante 12,500 pesetas, sin ningu­
na de sus obligaciones; lo que además sería contrario a las más elemen­
tales reglas de ética y al principio de derecho que declara ilícito el enri­
quecimiento torticero con perjuicio ’de otro, razonamientos cuya fuerza 
aumenta si se considera que parte de los alquileres reclamados correspon­
den a los 16 días primeros de Abril de 1924, comprendidos en los 6 meses 
señalados en la sentencia para el desalojo de la finca.

CONSIDERANDO: Que basándose el cuarto motivo del recurso en 
Una cuestión no planteada, ni por tanto discutida en el pleito se impone su 
desestimación ya que en el número quinto del artículo 1729 de la ley de 
Enjuiciamiento Civil se declaran inadmisibles y en su consecuencia son 
inestimables los recursos que en tales cuestiones se basan; ocurriendo lo 
propio con el quinto motivo ya que en el se combate la condena al pago 
de intereses por el mismo supuesto inexacto y no alegado en el pleito de 
que el litigio versa sobre liquidación de daños y perjuicios por ocupación 
indebida de una finca, siendo así que lo solicitado en la demanda, discuti­
do en el pleito y sido objeto de condena el pago de 15.694 pesetas 41 cén­
timos importe de los alquileres vencidos correspondientes a los meses de 
Abril a Octubre ambos inclusive, y 16 días de Noviembre, cantidad líquida 
y vencida en el momento de la reclamación judicial.

Contenci oso-administrativo
Revocación.—Derechos reales.—Bienes de extranjeros

Sentencia de 26 de Abril de 1928
REVOCACIÓN

Motivos: Artículos l.° y 147 Reglamento de derechos reales de 20 de 
Abril de 1911; 1.° y 9.° del tratado de paz con los Estados Unidos, de 10 
de Diciembre de 1898, ratificado en Washington en 8 de Abril de 1899 y l.°, 
2.° y 3.° Real decreto de 11 de Mayo y 6 de Octubre de 1901.

Letrado, don Luis Hernando de Larramendi.
Procuradores, don Manuel Martín Veña, luego don Santiago Ba­

llesteros.
Burgos.—El Liquidador de Villarcayo incoó expediente de investiga­

ción contra los legatarios y herederos de don Julián de la Presa, enten-
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dicndo qûe aûnqüe sc habían liquidado los derechos reales en La Habaná 
no había razón para que el Estado Español dejase de cobrar los corres­
pondientes a los legados para personas residentes en la Península, acor­
dando se girasen por 75.000, 47.100 y 100.000 pesetas a los interesados. 
Recurrieron éstos a la delegación de Hacienda, que desestimó la pretcn­
sión. Interpuesto recurso ante el Tribunal Gubernativo, desestimó asimis­
mo las alegaciones de los recurrentes, se interpuso el Contcncioso-admi- 
nisírativo procedente y bajo la Ponencia del Magistrado don José Bolver, 
se revoca el acuerdo por los siguientes:

CONSIDERANDO: Que según el artículo l.° del Reglamento del Im­
puesto de derechos reales de 20 de Abril de 1911, dicho impuesto se exigi­
rá por los actos y contratos referentes a bienes situados en el territorio 
nacional, sean españoles o extranjefos quienes los originen u otorguen; y 
a tal efecto se conceptuarán situados en el territorio nacional, no sólo los 
bienes inmuebles que en él radiquen, sino además los muebles existentes 
materialmente en él, aunque pertenezcan a extranjeros o a españoles ave­
cindados en territorio común, aunque aquéllos no se hallen en el mismo 
territorio; como también los derechos, acciones y obligaciones que hayan 
nacido, puedan ejercitaí’se o hubieran de cumplirse en territorio sujeto al 
impuesto, o por autoridades en el mismo establecidas; correspondiendo a 
los liquidadores del propio impuesto, conforme al artículo 147, promover 
la investigación de su adeudo, a cuyo efecto podrán reclamar cuantos an­
tecedentes, noticias y documentos estimen necesarios de los particulares, 
autoridades y funcionarios de cualquier orden,

CONSIDERANDO: Que por el Tratado de París de 10 de Diciembre 
de 1898, España renunció, en su artículo l.°, todo derecho de soberanía y 
propiedad sobre Cuba; y quedó establecido en el 9.° que los súbditos es­
pañoles naturales de la Península, residentes en su territorio, caso de que 
continuaran en ellos, para conservar la nacionalidad española, habían de 
hacer, dentro del año siguiente a la ratificación del Tratado, una declara­
ción de este propósito, ante una oficina de Registro; entendiéndose en caso 
contrario que renunciaban a la nacionalidad de origen, adoptando la del 
territorio en el cual podían continuar residiendo; cuyas disposiciones son 
complemento de las contenidas en los Reales decretos de 11 de Mayo y 6 de 
Octubre de 1901, que señalan el medio de que los residentes en los aludi­
dos territorios, renunciados por España, según el expresado tratado de 
Paz, si hubieran perdido la nacionalidad española pudieran recobrarla, con 
sujeción a los artículos 19 y 21 del Código Civil, y reconociendo que los 
que se hubieran inscrito en los Registros de las Legaciones o Consulados 
de España en el extranjero, desempeñasen cargos públicos en la Adminis­
tración, o estuviesen domiciliados en los dominios de España, se enten­
derían que habían conservado la condición de Españoles; completando 
detalladamente otras normas y reglas encaminadas a esclarecer y facilitar 
lo estatuido por las reseñadas cláusulas del Tratado, respecto al par­
ticular.

CONSIDERANDO: Que con sujeción a las disposiciones aducidas en
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cl primer razonamiento, la oficina liquidadora respectiva del impuesto de 
que se trata, necesariamente debió proceder, como lo hizo, a investigar si 
en efecto la herencia de don Julián de la Presa Zorrilla, había satisfecho a 
la Hacienda los derechos reales a que aparentemente venía afecta, como 
hacía suponer el que la defunción tuviera lugar en Bilbao en 1912, y Cria- 
Ies, pueblo de la provincia de Burgos, el de su nacimiento.

CONSIDERANDO: Que una vez demostrado con dicho motivo, que 
el mencionado causante, antes de cumplir los 14 años emigró a Cuba, 
donde se estableció más tarde y continuó dedicado al comercio en La Ha­
bana. calle de San Pedro, número 10, que era su domicilio propio, y había 
ganado vecindad por su residencia en ella, durante más de 50 años y don­
de hizo su testamento, se practicaron las operaciones particionales, adeu­
dando el impuesto correspondiente con arreglo a las leyes del país por la 
transmisión de sus bienes; y probado, por último, por la certificación que 
se acompaña a la demanda, que el propio Don Julián de la Presa Zorrilla, 
perdió la nacionalidad española como consecuencia de los invocados tex­
tos del Tratado de París, puesto que no consta inscrito en los respectivos 
Registros de Cuba entre los españoles residentes en aquel territorio que 
después del susodicho Tratado optaron por conservar su nacionalidad, 
fuerza es reconocer que al sobrevenir su defunción era aquel súbdito cu­
bano y únicamente venía sujeto al cumplimiento de las leyes fiscales de 
aquella República la transmisión hereditaria de sus bienes.

CONSIDERANDO: Que la naturaleza y carácter especial de las esti­
pulaciones del Tratado de París, de que queda hecha referencia, que pusie­
ron término a nuestra soberanía en Cuba, y al estado de guerra con Nor­
teamérica, no pueden ser cohonestadas con las disposiciones generales 
de los artículos 19 y 21 del Código Civil que previenen relaciones norma­
les de índole privada, y menos aún en el caso de autos, una vez aportada 
la certificación referida de la Jefatura de JReclamaciones y Nacionalidad de 
la Secretaría de Estado de Cuba, expedida en La Habana el 20 de Febrero 
de 1926, con las adveraciones debidas para hacer fe en juicio, y expresiva 
de que don Julián de la Presa Zorrilla, de Críales (España), y de profesión 
comerciante en aquella ciudad, ya fallecido, no figuraba en el Registro ge­
neral de españoles que optaron por su nacionalidad de origen, de acuerdo 
con el artículo 9.° del Tratado de París, y demostrativa a su vez, de que 
el interesado no hizo lo debido para conservar la nacionalidad española, 
no obstante los estímulos y facilidades que brindaron a sü tiempo para re­
novarla, los denotados R. R. D. D. de 11 de Mayo y 6 de Octubre de 1901.

CONSIDERANDO: Que como consecuencia de los razonamientos 
consignados aparece claramente que de los legados hechos en su testa­
mento por el susodicho causante a don Pedro Zorrilla Bastiguyeta, doña 
Ignacia Sainz Terrones y a la Iglesia de Críales, de que son derechos ha­
bientes los demandantes en este pleito, sólo venían sujetos al pago del 
impuesto de derechos reales en España, los bienes inmuebles únicos que 
radican en el pueblo de Críales, que según éste se infiere de los antece­
dentes, fueron oportunamente satisfechos, y que de ningún modo lo esta-
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ban los bienes restantes de los expresados legados qüe consistían en can­
tidades en metálico, satisfechas directamente por don Vicente Garay, des­
de La Habana, consocio y heredero también del difunto don Julián de la 
Presa.

Prescripción mercantil
Sentencia de 4 de Mayo de 1928

HA LUGAR

Motivos. Artículos 952 número 2.° 394 y 371 del Código de Comercio. 
1108 del Código Civil.

Letrado, don Antonio Martín Camero.
Procurador, don Vicente Ruiz Valarino.
Barcelona.—En 1917 don H. M. Barba facturó en Tarrasa con destino 

a Barcelona, una expedión compuesta de 67 sacos de pasta para sopa, 
con peso de 6.000 kilos a porte debido, la qüe según la compañía debió 
llegar a su destino el día 15 de dicho mes. Rehusada por retraso y endo­
sada la mercancía a don Enrique Mitjaville, demandante de este pleito, 
dedujo la acción procedente reclamando 7;200 pesetas, con deducción de 
los portes-, los intereses y las costas. Opuesta la Empresa, el Juzgado 
condenó al pago de la suma reclamada, lo que confirmó la Sala imponien­
do a la compañía las cosías de primera instancia. Siendo Ponente el Ma­
gistrado señor Alcón, se declara haber lugar.

CONSIDERANDO: Que la aplicación exíricía de las disposiciones 
que rigen lá prescripción de acciones procedentes de contratos mercanti­
les justifica la procedencia del primer motivo del recurso porque si no se in­
terpuso la demanda dentro del plazo fatal de un año que concede el artículo 
952 número segundo en relación con 942 del Código de Comercio para el 
ejercicio de las acciones sobre indemnización por retrasos en la entrega 
de las cosas transportadas, ni se interrumpió la prescripción por ninguno 
de los medios qüe exige el artículo 944, deduciéndose lo primero de las 
fechas consignadas en la sentencia recurrida, de acuerdo con las alega­
ciones de las partes relativas a la rehúsa de los 67 sacos de sopa objeto 
del transporte, dejándolos de cuenta de la compañía porteadora en 23 de 
Agosto de 1918 y a la interposición de la demanda que íüvo lugar en 21 de 
Noviembre de 1919 después de transcurrido con exceso el plazo anual y 
en cuanto a la interrupción de la prescripción, al admitirla el Tribunal 
sentenciador ha incurrido en el evidente error de hecho que se le atribuye 
en dicho motivo, al apreciar el único medio de prueba que tuvo en cuenta 
para formar su juicio, o sea la carta que en 3 de Mayo de 1918 dirigió don 
Victoriano Sos, Subinspector de la compañía demandada al actor señor 
Mitjaville, diciéndole que se estaban practicando las oportunas gestiones 
para la solución del asunto, porque estas palabras no entrañan en modo 
algüno el reconocimiento de la obligación cüyo cumplimiento se reclama­
ba a la citada compañía, ni hay posibilidad de interpretarlas en ese sentido 
manifiestamente distinto de su propio y literal significado, del cual, por su
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claridad no se puede prescindir, con arreglo a las normas legales de inter­
pretación de los textos contractuales, y aun si se quiere discurrir sobre la 
intención de ese acto, no cabe atribuirle el propósito de acoger definitiva­
mente una reclamación, que por su importancia estaba reservada al Direc­
tor de la compañía; y en su virtud procede la casación de la sentencia 
recurrida por,incidir en el citado error de hecho y en la infracción de los 
artículos del Código de Comercio invocados en el primer motivo del re­
curso, cuyo segundo motivo referente al pago de intereses, no es necesa­
rio examinar.

Horas extraordinarias 
Sentencia de 9 de Mayo de 1928

HA LUGAR
Motivos. Del actor. Artículos 6.° Real Orden de 15 de Enero de 1920. 

Real Decreto de 5 de Abril de 1919. Real Orden de 10 de Octubre de 1919
Del demandado. Párrafo primero. Artículo 6.° Real Orden de 15 de 

Enero de 1920 y 6 de Agosto de 1926.
Letrados, don Mariano Rothvoss y Gil y don Manuel Guitón.
Procurador, don Vicente Guitón.
La Vecilla,—^Reclamadas del contratista de una mina 5.305 pesetas en 

concepto de horas extraordinarias, de día, de noche y en domingo y opues­
to el demandado, se dictó sentencia condenando a este a satisfacer lo que 
corresponda por cirico horas extraordinarias desde primero de Septiembre 
de 1925 hasta 26 de Mayo de 1927, debiendo hacerse el cómputo a razón 
del 20 por 100 del jornal de 6,25 pesetas. Interpuesto recurso por ambas 
partes, siendo Ponente el Magistrado señor Pérez Rodríguez se declara 
haber lugar en ambos.

CONSIDERANDO: Que al no haberse demostrado que el juzgador 
en el ejercicio de las exclusivas facultades que le competen apreciando la 
practicada en autos haya incurrido en error de hecho o de derecho es im­
procedente el primero de los motivos alegados en el recurso por el patro­
no Francisco Diez, cuyo personal criterio no es posible que prevalezca 
sobre el del Juez de 1.® instancia de La Vecilla, que es lo que pretende 
aquel en realidad.

CONSIDERANDO: Que en cuanto al segundo motivo de los consig­
nados por el demandado es indudable que al resolver la sentencia debati­
da que el cómputo de las cinco horas extraordinarias debe hacerse a 
razón de 6,25 pesetas por cada hora extraordinaria, aplica la ley equivo­
cadamente puesto que según el artículo 6.° de la R. O. de 15 de Enero de 
1920, la aclaratoria de 6 de Agosto de 1926 y las repetidas declaraciones 
de esta Sala, dichas horas han de pagarse con el salario correspondiente 
a la hora ordinaria recargo con el tanto por ciento, del 20 o del 40, según 
proceda, de dicho salario por hora normal y en su consecuencia en lo que 
a este particular hace -referencia debe ser estimado dicho motivo, sin que 
en lo demás pueda prevalecer el argumento del recurrente fundado en un 
supuesto suyo pero no en afirmación alguna consignada en la sentencia.
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CONSIDERANDO: Que preceptuado en Ia antedicha R. O. de 15 de 
Enero de 1920 que las horas extraordinarias se pagaran aparte con el re­
cargo qüe no será menos del 20 por 100 y cuando excedan de las diez 
primeras diarias, las del trabajo extraordinario nocturno y las devengadas 
eti domingo el recargo no podrá ser inferior al 40 por 100, es también in­
cuestionable que debe ser estimado el motivo en que por este concepto se 
funda el recurso del obrero demandante y que por tanto procede le sean 
abonadas las cinco horas extraordinarias de trabajo diarias desde primero 
de Septiembre de 1925 hasta el 26 de Mayo de 1927 incluyéndose las de 
los domingos por desprenderse así de la redacción del fallo impugnado, 
aquellas con el recargo del 20 por 100 en cuanto excediendo de la jornada 
diaria, que en el presente caso es de siete no pasen de diez, y con el 40 
por 100 las demás y con este recargo las que en los domingos excedan de 
la indicada jornada, pero sin que se entiendan comprendidas las del traba­
jo extraordinario nocturno que no han sido consignadas en forma alguna 
en el fallo indicado como hubiese sido preciso si esa hubiese sido la in­
tención del juzgador.

FORMA 
Recusación.-Incompatibilidad.-Nulidad de actuaciones

Sentencia de 16 de Mayo de 1928
NO HA LUGAR

Letrados, don José Soto Reguera y don Santiago de Riba. 
Procuradores, don Manuel Muniesa y don Eduardo Morales.
Barcelona.—Don Ignacio de Lianza y otros contra la Sociedad <Aguas 

Potables de Barcelona», dedujeron demanda sobre derecho al aprovecha­
miento de aguas, siguiéndose los trámites del pleito, hasta qüe el Juez mu­
nicipal de Granollers, en funciones de primera instancia, mandó traer los 
autos a la vista y no reuniendo la cualidad de letrado, designó como ase­
sor al que lo era de aquel Colegio don Claudio de Boet, providencia noti­
ficada el 6 de Febrero de 1926. El procurador de la demanda, había for­
mulado el día 4 recusación contra dicho Juez municipal, presentado el 5 
fuera de las horas de audiencia, para dar cuenta al siguiente día; mandóse 
entregar la copia a la parte contraria y que pidiendo en forma se proveería; 
presentándose el día 8 otro escrito con un resíimonio notarial del acta del 
Consejo de administración de la Sociedad, facultando al Director, para 
recusar al Juez citado, al asesor o a cualquiera de sus sustitutos, que no 
fuesen el propietario; el 10 se promovió cuestión sobre incompatibilidad 
del asesor, no dándose lugar a la tramitación, por no estar en tiempo y 

' forma, según el artículo 194 de Enjuiciamiento Civil. El 15 se interpuso 
recurso de nulidad de actuaciones y subsidiariamente de apelación, no 
dándose lugar tampoco a la nulidad, dictándose sentencia que fué apelada, 
sin darse lugar por la Sala a las pretensiones incidentales promovidas en 
segunda instancia, sobre nulidad, recusación e incompatibilidad, habién­
dose suplicado la providencia, sin éxito alguno, fallándose el pleito con-
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firmando la del inferior. Interpuesto recurso siendo Ponente el Magistrado 
señor González Ruiz se declara no haber lugar.

CONSIDERANDO: Que la falta de personalidad alegada en autos por 
el demandado hoy recurrente, lo fue como excepción perentoria y no dila­
toria, siendo desestimada en ambas instancias, sin que por tanto quepa 
invocarla en casación en un recurso por quebrantamiento de forma, como 
el actual, sino en otro por infracción de ley según tiene declarado esta Sala.

CONSIDERANDO: Que al no acceder la Sala de lo Civil de la Audien­
cia de Barcelona a recibir a prueba determinado incidente lo hizo por efec­
to de haber rechazado la principal demanda o sea la apertura y tramitación 
del mismo y conocida la doctrina de esta Sala de que no accediéndose a 
la tramitación de un incidente no cabe el recibimiento a prueba, el funda­
mento basado en el número 3.° del artículo 1.693 de la ley de Enjuiciamien­
to Civil es inaceptable.

CONSIDERANDO: Que desde el momento en que el interesado no 
articuló prueba en el mencionado incidente origen de este recurso, ni el 
Tribunal le denegó diligencias de esas circunstancias, ya que esta negativa 
suponía un previo recibimiento a prueba qúe no se acordó, es patente la 
improcedencia del fundamento que se apoya en el número 5.° del antedi­
cho artículo.

CONSIDERANDO: Que en estos aútos no se formuló por el recurren­
te cuestión alguna de competencia con la que no puede confundirse el in­
tento de recusación de la persona encargada de fallar el pleito, llevado a 
cabo por aqúél en primera instancia, puesto qúe con él no se negaba que 
el Juzgado de Granollers fuera competente, sino que se pretendía que no 
resolviese el pleito determinada persona que por su condición de Juez mu­
nicipal de dicha localidad y por la baja del Juez propietario de primera ins­
tancia, hacía las veces de éste, de modo que tampoco es de aplicación al 
caso el fundamento del número sexto.

CONSIDERANDO: Que lo relativo a la incompatibilidad del Letrado 
que asesoró en primera instancia al Juez en funciones no'es susceptible de 
casación por quebrantamiento de forma, ya que en el repetido artículo 
1.693 no existe disposición alguna que lo autorice, refiriéndose el número 
7.0 al hablar de recusaciones exclusivamente a los Jueces y en lo que afec­
ta a la recusación del Juez accidental que dictó la primera sentencia cuando 
el demandado la dedujo fué extemporáneamente, estando ya acordada la 
citación de las partes para sentencia sin tener en cuenta lo prevenido en el 
artículo 193 de la ley de Enjuiciamiento Civil, ni ajustándose a las pres­
cripciones del 194 ya que el escrito promoviéndola estaba tan solo firmado 
por Letrado y Procurador sin poder expreso para recusar, en consecuen­
cia de todo lo que no puede prevalecer el fundamento del número 7.° del 
tantas veces repetido artículo 1.693.
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Laudo arbitral.—Reivindicación 
Sentencia de 24 de Mayo de 1928

NO HA LUGAR
Motivos. Articulos 1281, 1091 y 348 del Código Civil.
Letrados, don Alvaro Figueroa y don Niceto Alcalá Zamora. 
Procuradores, Don Serafín Palacios y don Eduardo Corrales. 
Granada.—La Comisión Mixta Hispano Alemana, con objeto de dar 

una solución a las diferencias existentes entre la Sociedad Española Mi­
nas del Riff y don Arturo Netter, acerca de los derechos mineros que a 
cada parte correspondieran en los terrenos situdos en Beni-Bu-Ifrur, dic­
tó un laudo arbitral que fué aceptado por aquellas.

El Sindicato Minero de Melilla y don Cándido Lobera, promovieron 
diligencias de exhibición y retención de 2.480 toneladas respectivamente 
de hierro, a la Compañía Española citada, quedando en poder de ésta, a 
las resultas del juicio declarativo que pensaban entablar, lo que tuvo lugar 
contra don Arturo Netter sobre entrega de minerales e indemnización de 
perjuicios, toda vez que por aquel laudo, dicha empresa entregaría el se­
ñor Netter las primeras 20.000 toneladas de mineral de hierro, ya que los 
actores tenían el 16 por 100 y Netter el 84 por 100 según la concesión del 
laudo, Opuesto el demandado, se dictó sentencia, la Sala en definitiva es­
timó que procedía la entrega de 3200 toneladas, procedentes de la Compa­
ñía Española, retenidas judicialmente o su valor en moneda española y a 
pagar como perjuicios, la diferencia del valor del mineral, sin costas ni 
intereses, por no ser cantidad líquida. Siendo Ponente el Magistrado señor 
Medina, se declara no haber lugar al recurso.

CONSIDERANDO: Que el contrato establecido a 16 de Febrero de 
1910 en la escritura que ante el Notario de Melilla don Roberto Cano, 
otorgaron de Una parte, don Cándido Lobera, don Rogelio y don Rafael 
Navarrete y don Fernando Villena, como únicos socios de <Sindicato Mi­
nero de Mclilla> constituida en escritura que autorizó el día anterior el 
mismo Notario; y de la otra don Mauricio Babín, ha sido ya objeto de 
exámen y calificación jurídica por este Supremo Tribunal, que en senten­
cia de 28 de Febrero de 1925 declaró que por dicho contrato se había 
creado una comunidad de bienes sobre el registro minero titulado <Nava- 
rrete» situado en Beni-Bu-Ifrur, provincia de Guelaya, del Marruecos Es­
pañol, paraje denominado Bocoya y Lomas de Ardix, según la demanda 
inicial de este otro pleito; y como don Mauricio Babín, por escritura de 16 
de Abril de 1910 ante el Notario de Madrid don Francisco de la Escosura, 
cedió a don Arturo Netter los derechos y obligaciones que había adquiri­
do y contraído en el precedente contrato, es evidente que según aquella 
declaración se debe atribuir al hoy recurrente señor Netter el concepto de 
condominio en la comunidad creada entre <Sindicaío Minero de Mclilla> y 
Babín; así porque expresamente aparece estipulado en dicho contrato de 
16 de Febrero, que los cuatro únicos socios del Sindicato transferían a 
Babín la plena propiedad de una porción indivisa de 84 centésimas partes 
en el todo del registro minero <Navarreíc» con igual infracción en cuantos
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derechos y obligaciones fueran anejos al mismo registro, como por la 
índole especial de la propiedad minera en la que según el Decreto-ley de 
29 de Diciembre de 1868, los productos o frutos son la sustancia misma 
de la cosa, lo que constituye materia de explotación y el título de propie­
dad es el de concesión de las minas como declaró este Supremo Tribunal 
en sentencia de 14 de Octubre de 1904, y por tanto de la voluntad expresa 
de los otorgantes del contrato aparece la concurrencia de todos los requi­
sitos esenciales y característicos del condominio conforme al artículo 392 
del Código Civil; y por consiguiente a Netter correspondía en la propiedad 
de la mina <Navarrctc> el concepto de comunero, con todos los derechos 
y obligaciones inherentes al mismo, entre los primeros el de administra­
dor de la comunidad, por las facultades que le conferían las condiciones 
señaladas en el contrato con las letras A. B. y E. y según el artículo 398 
del mismo Código; cuyas estipulaciones y preceptos legales regían las 
relaciones entre «Sindicato Minero de Melilla» y don Arturo Netter, cuan­
do se promovieron las diferencias y recayó el laudo que en 16 de Agosto 
de 1911 dictó la comisión arbitral, designada por los buenos oficios de los 
Gobiernos Español y Alemán, para poner término a la contienda suscita­
da sobre confusión de lindes de la repetida mina «Navarrete» y otras que 
eran propiedad de la Compañía Española «Minas del Riff.

CONSIDERANDO: Que aunque en el pleito a que las alegaciones del 
recurso se refieren está invocado el laudo que pronunció la Comisión 
Mixta Hispano-Alemana, como fundamento del derecho privado, que por 
virtud de los contratos de 1910 alegan «Sindicato Minero de Melilla» y don 
Cándido Lobera contra el subdito de Alemania don Arturo Netter no se 
debe prescindir del carácter que a los arbitrajes designados por el cuerpo 
diplomático, para entender en materias sobre explotación de minas y can­
teras y las expropiaciones a que diera lugar, había concedido el tratado 
internacional conocido por Acta General de la Conferencia de Algeciras, 
en los artículos 112 y siguientes, porque este aspecto público en relación 
con los términos mismos del laudo arbitral, que a 16 de Agosto de 1911, 
pronunció la Comisión Mixta reunida en Melilla, con objeto de dar una 
solución a las cuestiones pendientes entre la Sociedad Española «Minas 
del Riff» y don Arturo Netter, acerca de los derechos mineros que a cada 
uno puedan corrcsponderle en los terrenos situados en Beni-Bu Ifrur, 
objeto de discusión, que se encuentran señalados con las letras C. y D. y 
en general todos los terrenos comprendidos en el último croquis de la 
zona levantada por la comisión topográfica están proclamando con evi­
dencia, que el deslinde señalado por la línea trazada sobre el croquis con 
carmín y mandada amojonar en los terrenos, marcaría una divisoria so­
bre extensión territorial de las propiedades mineras, que a tos registros 
de las partes contendientes pertenecieran; y por consiguiente que lo que 
se restara o concediera a Netter, que no llevaba al conflicto suscitado y 
al objeto del deslinde otro interés o representación que no fuese la que 
como mayor participe y legítimo representante o administrador de la mina 
titulada «Navarrete» estaba virtualmente restado o concedido a la Comu-
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nidad de bienes en que dicha mina estaba constituida por virtud de la 
escritura de 16 de Febrero de 1910, que era la fuente única para los dere­
chos de don Arturo Netter, como cesionario de los en ella concedidos a 
don Mauricio Babín.

CONSIDERANDO: Que el propio laudo de la Comisión Hispano-Ale- 
mana, bajo el número segundo, al conceder a don Arturo Netter la zona 
comprendida al Oeste de la línea mandada trazar en el primero, y los 
derechos mineros sobre la expresada zona, está reconociendo con mayor 
evidencia que la decisión afectaba a propiedad de todo lo que constituía el 
territorio de explotación de la mina <Navarrcíe» sobre la que se había ori­
ginado la diferencia; y así como fuera absurdo interpretar dicho laudo 
en el sentido de que por virtud del mismo se hubieran privado de su legíti- 
;na propiedad a los que tenían título de la concesión minera situada en la 
zona, que el número segundo del laudo dice se considerará perteneciente 
a don Arturo Nestíer, es opuesta a criterio jurídico la interpretación del 
contenido de dicho laudo, en lo que se refiere al número tercero que con­
cede a don Arturo Netter las 20.000 toneladas de mineral de hierro, habida 
consideración, dice, a los gastos y desembolsos realizados por Netter en 
la faja de terreno, que por el trazado de la línea señalada por los árbitros, 
había de quedar comprendida como perteneciente a la Compañía Española 
<Minas del Riff»; porque si es cierto e indiscutible que todos gastos y de­
sembolsos realizados en el terreno a explotar de la mina «Navarrete» ha­
bían salido del particular peculio de dicho señor Netter, no los había rea­
lizado en ejercicio de ningún derecho de propiedad que a él exclusivamente 
correspondiera, sino en utilidad de la Comunidad en la que tenía el interés 
de 84 centésimas partes, para cumplimiento de la obligación que Babín 
había contraído, en las condiciones que tienen las iniciales A. B. E. del 
contrato originario de dicha comunidad y para corresponder con tales 
aportaciones al derecho al reparto de los beneficios que se derivasen de 
la propiedad, que en dicha porción alícuota los únicos propietarios del 
registro minero le habían transferido;' derechos que Netter pudo ostentar 
y representar en la preparación del arbitraje, como administrador delega­
do y mayor partícipe en la común propiedad de las pertenencias mineras 
registradas con el título «Navarrctc»; pero así como tenía derecho, según 
el artículo 398 del Código Civil para representar los derechos de propie­
dad de los condueños, por lo que, respecto a aprovechamientos útiles, 
prescribe el artículo 399 no lo tiene para atribuirse íntegramente el domi­
nio de las toneladas de mineral en que consistiera la compensación que la 
comisión Hispano-Alemana declaró a favor de Netter, que había individua­
lizado ante ella los derechos de la común propiedad minera, aunque todo 
lo que de <Navarrctc> se otorgase en el laudo a la zona de la Compañía 
Española <Minas del Riff> se debiera a gastos y desembolsos del expre­
sado Netter, conforme se obligara Babín, en la escritura que dió origen a 
la comunidad, y así rectamente interpretado el laudo en su conjunto y ar­
monía con las leyes que rigen la comunidad de bienes, carece de funda­
mento lo que se alega en el motivo primero del recurso; y aunque fuese
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aplîcablc a Ia interpretación de la sentencia arbitral de la Comisión Hispa- 
no-Àlemana lo que para la de los contratos previene el artículo 1281 del 
Código Civil,—invocado en el motivo segundo—tampoco habría incidido 
la Audiencia de Granada en el error de derecho que se le atribuye, porque 
se ha razonado antes suficientemente cuales eran los términos de la inter­
vención de don Arturo Netter, así en la preparación del laudo como en los 
gastos y desembolsos a que el particular tercero del laudo se refiere y por 
consiguiente resulta manifiesta la concordancia legal obligada entre los 
términos literales del repetido laudo y lo que las leyes previenen respecto 
al presupuesto contrato de comunidad de bienes, sobre las pertenencias 
mineras de la concesión <Navarrcíc» a las que necesariamente afectaba la 
decisión sobre propiedades y derechos recaída en dicha sentencia arbitral, 
y es inestimable este segundo motivo del recurso.

CONSIDERANDO: Que la acción reivindicatoría que al propietario 
concede el artículo 348 del Código Civil exige como indispensable requisi­
to la presentación de título por el que acredite el actor que le pertenece el 
dominio de la cosa que quiere reivindicar, y siéndolo suficiente el con que 
los actores han acreditado su condición de condominios, en la cantidad 
de 16 centésimas partes, de la comunidad, creada por la escritura de 16de 
Febrero de 1910, a la que fueron concedidos en la persona de Netter su 
legítimo representante las 20.000 toneladas de mineral cuya parte propor­
cional reclaman los actores en la demanda, es notorio que la sentencia no 
ha infringido, sinó aplicado con acierto, el precitado precepto, contra lo 
que supone el motivo cuarto del recurso partiendo de una hipótesis, ya 
desestimada anteriormente, según la que Netter quiere desligarse, para 
obtener el beneficio de la concesión del laudo arbitral hispano-alemán, de 
sus obligaciones como partícipe y administrador en la expresada comuni­
dad; a la que realmente pertenecía la propiedad de la mina <Navarrcíe».

CONSIDERANDO: Que el hoy recurrente al contestar a la demanda 
se limitó, en relación con la propiedad de las toneladas de mineral que le 
debía entregar la Compañía Española Minas del Riff, a exponer, bajo el 
segundo de los fundamentos de derecho, que dichas toneladas le fueron 
concedidas a él personalmente y por ello rechazaba en absoluto la enta­
blada acción reivindicatoría y se limitó a pedir la absolución de la deman­
da, fundamento y petición mantenidas en la dúplica; y si bien en el escrito 
de contestación razonando sobre la calificación jurídica de contrato de 
compañía que a su entender merecía el pactado en la escritura de 16 de 
Febrero de 1910, admitía la hipótesis de que Netter pudiera resultar sola­
mente obligado a llevar el producto de las 20.000 toneladas de mineral a 
la liquidación de tal compañía, como no formalizó en tal sententido de­
manda reconvencional, contradictoria de la reivindicatoría esgrimida por 
los actores, y dicha calificación jurídica de compañía se ha rechazado por 
la sentencia impugnada, como en los precedentes fundamentos de esta 
resolución, es procesalmente imposible acoger la tésis, que partiendo de 
la existencia de dicha compañía sirve de base a la infracción alegada en el 
motivo 3.°, ya que la interpretación del mencionado contrato, ley regula-
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dora de las relaciones que existían entre las partes del actual pleito cuando 
la comisión hispano alemana dictó el laudo de 16 de Agosto de 1911, no 
consiste que se considere dicha cantidad de mineral sino como compensa­
ción otorgada a los coopartícipes en la comunidad de la propiedad de la 
mina <Navarrcíe» a la que solamente serían imputables aquellas deduccio­
nes que según la sentencia recurrida se deben liquidar con independencia 
que son los originados para defender Netter los derechos de la comunidad 
en el conflicto de lindes, desde que fué suscitado hasta la fecha del laudo, 
a cuyo reconocimiento no se ha opuesto el Sindicato, y por tanto debe ser 
desestimado dicho motivo de infracción y totalmente el recurso.

Ejecución de sentencia
Sentencia de 25 de Mayo de 1928

NO HÀ LUGAR

Motivos: Artículos 924 y 928 E. C.
Letrados, don Francisco Bergamín y don Melquíades Alvarez.
Procuradores, don Antonio Pintado y don Enrique de las Alas Pu- 

mariño.
Oviedo.—La Sociedad <Juliana y Compañía» dedujo demanda contra 

<Gijón Industrial» y oíros, obligacionistas de ésta, solicitando el cumpli­
miento de un acuerdo, sobre liquidación de cuentas, para que en ejecu­
ción de sentencia se dictaminara el saldo, con entrega de las obligaciones 
precisas para amortizar aquél, que no había de exceder de 900.000 pesetas. 
Dictada sentencia en el sentido expresado, con algunas modificaciones y 
firme aquélla, la actora solicitó para garantizar el fallo se procediese al 
embargo de bienes por un millón de pesetas, cuyo embargo fué sustituido 
con Una fianza prestada por el Banco de Gijón, y después se interesó que 
en el plazo de seis días que se señalara formulara la demandada la liqui­
dación, habiéndose acordado Un término de veinte días y después de tres 
meses, presentándose por fin aquélla, que fué impugnada por la actora, 
que a su vez formuló la suya.

Dictado auto aprobando la liquidación conforme se había presentado 
por la actora, y con las costas a la demandada, confirmado por la Sala. Y 
siendo Ponente el Magistrado señor García Valdscasas, se declara no 
haber lugar.

CONSIDERANDO: Que por la claridad y precisión con que se en­
cuentra redactado el número sexto del acta notarial, se desprende eviden­
temente, ser el objeto de la liquidación en él acordada practicar, conocer 
la situación económica que existe entre la Compañía <Gijón Industrial» a 
quien sustituyó <Gijón Fabril» y por ello condenada a liquidar en relación 
con <Juliana y Compañía», que demandó y obtuvo a su favor esta ejecuto­
ria, sirviendo en primer lugar a tal efecto el saldo que tuviera favorable la 
última, en la cuenta mantenida con la primera por operaciones anteriores 
a la constitución de la administración judicial, que fué conferida a don 
Julián Cifuentes y don José Navia, relacionando este saldo con los pagos
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hcchos por <jûliana y Compañía» al Banco de España de los giros o 
efectos a cargo de <Q¡jón Índüsírial» asegurados con el embargo que el 
mismo Banco de España obtuvo y los reembolsos que de tales pagos o 
descubiertos hubiese obtenido o pudiera obtener, con las existencias o re­
manente del activo de dicho <Gijón Industrial», al fin de darle al saldo que 
resultara en beneficio de «Juliana y Compañía» el destino en el propio con­
venio acordado y en su virtud, reconocido por las partes ÿ afirmado en el 
auto, que sólo existieron dos giros a favor del mencionado Banco, uno de 
600.000 y otros 200.000 pesetas; que el primero se abonó con el producto 
de la venta de géneros embargados y el segundo por la expresada «Julia­
na», manifiesto es que ateniéndose cual es necesario a los fundamentos 
del recurso, aduciendo errores de hecho, porque el descubierto de opera­
ciones anteriores no se fija con relación à la fecha en el convenio marcada, 
sino a otra posterior y por no desconcertar el valor de los bienes embar­
gados o vendidos en el supuesto de quedar en poder de «Juliana» y la 
prenda de 1.733.000, pesetas que entiende le fué entregada a ésta, basta a 
fin de resolver con acierto, determinar si padeció o no por lo expuesto, 
evidente equivocación el Juzgador y si por ello, no se ajusta la resolución 
recurrida a lo convenido, e impuesto realizar en la ejecutoria, en el núme­
ro seis del acta notarial ya citada que constituye el eje sobre que ha de 
girar la liquidación ordenada practicar.

CONSIDERANDO: Que en cuanto a la impugnación formulada en el 
primer motivo del recurso, sosteniendo cometió error de hecho el Tribunal 
a quo, por aceptar la partida de descubierto en cantidad de 930.081*05 pe­
setas que resulta en el balance de «Qijón Industrial» de fecha 31 de Diciem­
bre de 1913 a favor de «Juliana y Compañía», no obstante que el límite 
marcado a que debía referirse es la fecha de 16 de Septiembre del mismo 
año en que se constituyó la administración judicial, según se consigna en 
el número sexto de la tan repetida acta notarial; como en el auto recu­
rrido se establece aquella fecha por ser la del balance final de año, pero 
en el concepto de ser descubierto deudor conforme a lo ejecutoriado, en 
en tanto no se demuestre por medio de documento o acto auténtico que al 
efecto se aduzca, que con posterioridad al citado 16 de Septiembre, se ha­
bían llevado a efecto operaciones entre ambas sociedades, que alterando 
la liquidación de esta fecha, diera lugar a reconocer que no arrojaba el 
saldo del 31 de Diciembre que en el auto se cita, sino otro distinto no pue­
de entenderse admisible el supuesto error alegado por el recurrente, por 
lo que no habiéndose aducido documento alguno que evidencie en la forma 
expresada la equivocación del Juzgador, cual exige el número 7.° del ar­
tículo 1.692 de la antes citada ley procesal, no puede prosperar el error de 
hecho indicado.

CONSIDERANDO: Que al admitir el Juzgador de otra parte, existe a 
favor de «Juliana y Compañía» una partida de 234.857 pesetas por haberlo 
satisfecho al Banco de España para solventar el giro de 200.000 pesetas 
adeudado por «Qijón Industrial», con sus gastos de protesto e intereses y 
no descontar en la cuenta en concepto de descargo, nada más que el im-
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porte del otro giro de 600.000 pesetas abonado con el producto de véntá 
de géneros embargados por el citado Banco a la referida Sociedad. <Gijón 
Industrial» no obstante que no se enagenó todo lo sujeto a esta traba, sin 
tener en cuenta el depósito de efectos valorados en un 1.633.000 pesetas 
entregados a la Sociedad aludida <Juliana y Compañía» no ha incurrido el 
Tribunal de instancia en el error de hecho que además se le imputa, en ra­
zón a que si bien descontadas las cantidades que unas y otras alcanzan 
de los descubiertos contra la Sociedad extinguida, no existiría el cargo 
que el auto recurrido reconoce corresponde al demandado, sosteniendo 
por dicho Tribunal que aparece de la prueba articulada plenamente demos­
trada la certeza de que los bienes embargados, aunque no todos llegaron 
a enagenarse, quedaron muchos en los almacenes de <Gijón Industrial» 
entrando después formando parte de su activo a poder de <Gijón Fabril», 
que le sustituyó y por ello fué condenada, y oíros continuaron a disposi­
ción de los administradores judiciales y que la prenda constituida en ga­
rantía del susodicho Banco aparecía justificado no estuvo nunca en poder 
de cjuliana y Compañía» por no haber salido los efectos sobre que se 
constituyó de los almacenes de la deudora a quien pertenecían, para que 
el supuesto error pudiera aceptarse, sería necesario de conformidad ajo 
dispuesto en el número 7.° del ya citado artículo 1.682 la demostración con 
documento o acto auténtico de que el Juzgador al apreciar la prueba en la 
forma indicada,había padecido evidente equivocación; y ni la diligencia de 
embargo atestigua nada de lo después ocurrido, ni se alega ningún otro 
documento de que conste que el resto de ese embargo pasara a poder del 
hoy ejecutante, ni el acta notarial en que consta la declaración de los de­
positarios de la prenda, de haberla entregado a «Juliana y Compañía», 
puede estimarse como documento auténtico acreditativo de que tal entrega 
se hizo, ni menos desvirtuar siquiera el criterio del que juzgó, toda vez que 
la apreció en unión de las demás pruebas practicadas y no puede prevale­
cer en su contra el que pretende imponer el recurrente, desprendiéndose 
de todo cuanto queda expuesto, la necesidad de desestimar el primer mo­
tivo de este recurso.

CONSIDERANDO: Que debe desestimarse el segundo motivo del re­
curso por su manifiesta improcedencia, toda vez que se apoya en precep­
tos legales de carácter meramente procesal, sólo referentes a la forma de 
sustanciar la ejecución de sentencias, sin dirigirse en nada a combatir el 
auto recurrido para obtener su casación por las únicas causas en que con 
arreglo a lo prevenido en el artículo 1.695 de la citada ley rituaria pudiera 
conseguirse, y conforme a constante doctrina sostenida por este Tribunal 
Supremo no puede fundamentarse el recurso por infracción de ley en pre­
ceptos de la naturaleza indicada, ni dar lugar a la casación de auto dictado 
en procedimiento de dicha clase a no ser porque se resuelva en el recu­
rrido como expresamente determina el antes referido artículo, lo que no 
sucede en el presente caso según antes queda determinado.
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cia apelada y declarar no haber lugar al interdicto con las costas de la 
primera instancia a la demandante por precepto del artículo 1657 de la ley 
procesal y sin que deba hacerse declaración especial sobre las costas de 
esta segunda instancia por no ser de estimar temeridad en la parte apelada 
en el sostenimiento del actual recurso.

FALLAMOS: Que con revocación de la sentencia apelada, debemos 
-declarar y declaramos no haber lugar al interdicto de recobrar interpuesto 
por doña Lucila Tejerina González contra don Francisco Alonso Rodríguez 
en los términos fijados en la demanda, de la cual libremente le absolve­
mos, con imposición a la parte adora de las cosías causadas en la prime­
ra instancia y sin hacer especial declaración sobre las ocasianadas en esta 
segunda.

En d Juzgado de Penafiel, se promovió interdicto por doña Isidora 
Diez contra la sociedad colectiva <Pcdro Hernando y Compañía», sobre 
-recobrar la posesión de una finca; el Juzgado dió lugar a la acción e inter­
puesto recurso, siendo letrado apelante don José Lagunero y apelado don 
Antonio Qimeno, bajo la ponencia del Magistrado señor Divar, se revoca 
la sentencia del inferior, con las costas de 1.® instancia a la parte acíora, 
por los siguientes:

CONSIDERANDO: Que para que proceda el interdicto de recobrares 
•de imprescindible necesidad conforme a lo terminantemente preceptuado 
en el artículo 1.651 de la ley de Enjuiciamiento Civil, en primer término 
que se halle el que lo promueva en posesión o tenencia de las cosas de 
que se dice despojado y además que realmente lo haya sido de esa misma 
posesión o tenencia, y sin que resulten debidamente comprobados ambos 
extremos, no cabe la restitución que en otro caso hubiera de decretarse 
en la forma que determina el artículo 1.658 de la citada ley de Enjuicia­
miento.

CONSIDERANDO: Que partiendo de esta indiscutible doctrina legal 
es a todas luces evidente la improcedencia del interdicto propuesto por 
doña Isidora Diez Arranz porque en los hechos que sienta en su demanda 
y sobre los que depusieron los testigos en la previa información ordenada 
por el artículo 1.652 de la ley de Enjuiciamiento Civil, si afirma la propie­
dad y pertenencia de la mitad de la finca y el derecho de usufructo sobre 
la otra mitad nad^ dice, y es indispensable hacerlo, de la posesión o te­
nencia, y si bien en el juicio verbal a preguntas del Juez ampliaron los tes­
tigos sUs declaraciones a dicha posesión, tales aseveraciones no pueden 
ser tenidas en cuenta para la resolución definitiva porque ni las partes y sus 
defensores, ni el Juez pueden hacer a los testigos otras preguntas que las 
formuladas en sus respectivos interrogatorios, según preceptúa el artículo 
652 en su párrafo 1.° de la aníecitada ley, y dentro de estos infranqueables 
límites procesales debe moverse el Juez al hacer uso de su facultad, para 
pedir a los testigos las explicaciones que créa convenientes para el escla­
recimiento de los hechos acerca de los cuales hubieran declarado; por lo 
que, no resultando comprobados por la información previa los dos exíre-
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iîios del articulo 1.652 y que no debió cl Jûcz convocar a juicio a las partes 
y celebrando éste variar oficiosamente los hechos debatidos, y siendo és­
tos según la demanda los de propiedad y usufructo de la finca litigiosa, es 
improcedente el interdicto sino ha de perder éste su propia naturaleza al 
punto de hacer inútil el juicio plenario, toda vez que en el interdicto sólo 
puede discutirse el hecho de la posesión para protegerle de toda perturba­
ción momentánea; y en el caso de autos no ha sido probada por no haber 
sido alegada, la posesión de la finca, supuesto básico indispensable de to­
da demanda intcrdictal.

CONSIDERANDO: Que por lo expuesto procede con revocación de 
la sentencia apelada declarar no haber lugar al interdicto de recobrar in­
terpuesto por la actora en su demanda con imposición de las costas de la 
primera instancia por precepto del artículo 1.657 de la Ley procesal, sin 
hacer imposición de las de segunda.

VISTOS las disposiciones legales citadas, los artículos 430 y 446 del 
Código Civil y los de aplicación general de la Ley de Enjuiciamiento Civil.

FALLAMOS: Que con revocación de la sentencia apelada debemos 
declarar y declaramos no haber lugar al interdicto de recobrar la posesión 
interpuesto por doña Isidora Diez Arranz en estos autos y en su conse­
cuencia absolvemos de la demanda a don Pedro Hernando Martín, don 
Virgilio, don Samuel y don Jesús García García y a don Eumenio Plaza» 
con imposición a la parte actora de las cosías de primera instancia y sin 
hacer especial declaración de las de segunda.

Rogamos a nuestros suscriptores, que cuando intervengan en 
algún pleito cuya sentencia les interese y no se haya publicado» 
nos la remitan para su inserción, ya que no publicando todas las 
pronunciadas, sino las más interesantes, pudieran ser omitidas 

algunas que realmente merecieran ser conocidas.

NOTICIAS
Nuestro querido amigo y compañero don Ricardo de Larrucea, se ha 

incorporado a este Ilustre Colegio de Abogados para ejercer la profesión, 
en la que le deseamos los éxitos que se merece.

CORRESPONDENCIA PARTICULAR
Cáccres.—Don Manuel Brualla Entenza. Anotada suscripción. Remitidos nú­

meros de año. Muchas gracias.
Granada.—Don Rafael Hitos Rodríguez. Remitidos números que pide, lamen­

tamos no lleguen a su poder, asegurándole que a su debido tiempo salen de esta 
administración.

VALLAIX)LID.-1MP. VALENTIN MONTERO, FERRARI 4 y 6
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losé Stampa Ferrer
PROCURADOR

María Molina, 5.-Teléfono 1.055 
VALLADOLID

Pedro Vicente González Hurtado
PROCURADOR

Montero Calvo, 52.-Teléfono 1.021
VALLADOLID

José Sivelo de Miguel
PROCURADOR

Platerías, 24.rVaIladol¡d

Industrias Guillen
Valladolid.—Avenida Alfonso XIII, 17

Aparatos Sanitarios 
Calefacciones 

Baños. Duchas

“La Mundial"
DROOUERÍA

Regalado, 6.-VALLADOLID
Perfumes. Drogas 

Esponjas

Garage ‘Victoria' 
lULlO AGERO 
Gamazo, V. M. Telf.° 386

VALLADOLID

Omnibus, Camiones, Auto­
móviles. Motocicletas y ac­
cesorios. Neumáticos, gra­

sas y esencias.
PRENS& PARI MONTAR BANDAJES

Banco Español 
de Crédito

Cuentas corrientes.-Giros 
Descuentos. --Negociaciones 

Caja de ahorros.

FERRARI, 1 
(esquina a Plaza Mayor) 

VALLADOLID

“FKieiDAIRÊ“
Defiende la salud, con­

servando los alimentos y 
frutas a baja temperatura.

No necesita hielo.
EXPOSICIÓN: MIGUEL ISCAR, 4

Herrera y Medina
Valladolid
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